
El salario mínimo es una de las instituciones con 
mayor impacto sobre los colombianos. Para el 
trabajador formal que lo devenga y su familia, 
el valor del salario mínimo tiene un impacto di-
recto: es el ingreso que reciben y para estas 
familias puede constituir la principal fuente de 
su ingreso. Pero también impacta las vidas de 
los demás colombianos. Quienes ganan sala-
rios mayores al mínimo con frecuencia también 
reciben ajustes salariales atados al ajuste del 
mínimo. En cambio, las personas desemplea-
das y los trabajadores informales pueden ver 
en esa institución una barrera fundamental para 
acceder a un empleo formal. Para muchos de 
ellos la formalidad representaría enormes ven-
tajas de estabilidad laboral y protección social, 
así como incrementos en sus ingresos, aún si 
la remuneración está por debajo del salario mí-
nimo. Pero la ley no permite que sean contra-
tados formalmente en esas condiciones y su 
nivel de educación y tipo de habilidades con 
frecuencia implican que no podrían contribuir 
a los ingresos de una empresa empleadora lo 
suficiente para cubrir ese salario mínimo más 
los demás costos salariales (que incrementan el 
costo total a 1.5 veces el valor del salario míni-
mo, llevándolo a 1.32 millones de pesos men-
suales). En últimas, es por eso que muchos de 
ellos están en la informalidad. Para estas perso-
nas el salario mínimo tiene un nivel demasiado 
elevado que les impide entrar a la formalidad, 
aun cuando quienes sí lo devengan lo puedan 
considerar demasiado bajo para obtener el ni-
vel de consumo deseado. 
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Nota Macroeconómica No.27   
Negociación del salario mínimo  
en tiempos de pandemia

Se acerca el proceso de concertación del ajuste al salario mínimo legal que regirá para 2021. 
El resultado de ese proceso tendrá un fuerte impacto sobre la recuperación del empleo, que 
es, tal vez, la principal urgencia social del momento. No es el momento de seguir aplicando 
en modo automático el principio de que el salario mínimo debe subir al menos la inflación. 

Ese conjunto de trabajadores informales y per-
sonas desempleadas representa en Colombia 
la amplia mayoría de la fuerza laboral. A cifras 
de 2019, alrededor del 54% de la fuerza labo-
ral no cotizaba a pensión (era informal frente 
al régimen pensional) mientras casi 10% adi-
cional estaba desempleada. Y casi todos ellos 
ganan menos, o mucho menos, que el míni-
mo. Lo que se negocie en la mesa en la que 
participan empresarios y centrales obreras que 
representan trabajadores formales, tendrá re-
percusión sobre las posibilidades de acceder 
a un empleo formal para esa gran mayoría de 
personas que tiene trabajos informales o es-
tán desempleadas. En otras palabras, más del 
60% de la fuerza laboral carece de un asiento 
en la mesa de negociación y se trata de la frac-
ción para la cual un elevado nivel de salario mí-
nimo reduce las opciones de llegar a ganarlo.   

Aunque esta ha sido la realidad del país por 
décadas, la crisis actual agudiza la problemá-
tica. Por una parte, la proporción de personas 
en condición de desempleo ha crecido llegando 
a bordear el 20% en algunos meses y la pro-
porción de informales amenaza con hacerlo si la 
recuperación del empleo, además de ser lenta, 
se concentra en empleos informales. Por otra 
parte, la fuerte contracción de la economía hace 
aún más difícil que un trabajador con poca for-
mación contribuya a los ingresos de una entidad 
empleadora en una proporción suficiente para 
que esta pueda y quiera contratarlo para pagarle 
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Estos componentes se cuantifican a través de 
5 indicadores:

1. La inflación observada del año que termi-
na: se tienen en cuenta la inflación anual a no-
viembre usualmente. Este dato es aportado 
por el Departamento Administrativo Nacional 
de Estadísticas (DANE). Algunas veces se tie-
nen en cuenta datos de proyecciones para el 
año completo del Banco de la República y el 
Ministerio de Hacienda.

2. La meta de inflación fijada para el año que 
empieza definida por el Banco de la República.
3. El incremento del Producto Interno Bruto del 
año que termina: dato aportado por el DANE 
en su parte ya observada para el momento de 
la negociación y las proyecciones del Departa-
mento Nacional de Planeación (DNP).

4. La contribución de los salarios al ingreso 
nacional del año que termina: dato aportado 
por una comisión conformada por agencias 
del gobierno, principalmente el DANE y el DNP.

5. Las variaciones en la productividad laboral 
del año que termina: un referente de este dato 
es usualmente aportado por el DNP. Sin em-
bargo, es aquí donde en los últimos años han 
existido discrepancias entre las partes y, en 
particular, algunas centrales han empezado a 
hacer y aportar sus propios cálculos. 

Además del marco legal mencionado, la sen-
tencia C-815 de 1999 de la Corte Constitu-
cional definieron que el ajuste del salario mí-
nimo no puede permitir una pérdida de poder 
adquisitivo para los trabajadores y los pensio-
nados. Esto implica que este ajuste debe ser, 
al menos, igual a la meta de inflación del año 
para el año siguiente, y en caso de que la in-
flación del año que termina haya sido superior 
al incremento anterior del salario, deben recu-
perarse los puntos porcentuales de pérdida en 
poder adquisitivo. Esto último implica que el 
incremento salarial nunca puede ser inferior a 
la inflación causada. El argumento central de 
la sentencia es la necesidad de garantizar con-
diciones dignas y justas para el trabajador. En 

un salario mínimo. Como afirmamos arriba, la 
población que está sufriendo más directamente 
estos choques económicos no tiene vocería en 
el proceso de negociación del mínimo. Al mis-
mo tiempo, mucha de la que sí está represen-
tada enfrenta también circunstancias laborales 
difíciles, directamente o a través de su familia, y 
tiene buenos motivos para presionar por un alza 
generosa.  

La negociación del salario mínimo de 2020 es, 
hoy más que nunca, un factor fundamental para 
la generación de empleo. El país no puede este 
año simplemente seguir inercialmente la cos-
tumbre de incrementar el salario en un monto 
igual a la inflación más un reconocimiento adi-
cional. Es hora de revisar los antecedentes de 
esa costumbre, escarbar en los principios que 
la generaron y exigir a los participantes en la 
mesa de negociación que consideren cuidado-
samente esos principios a la luz de las circuns-
tancias actuales, incluyendo las de quienes no 
tienen allí asiento. 
 
El proceso de concertación salarial
 
La Ley 278 de 1996, creó la Comisión Perma-
nente de Concertación de Políticas Salariales y 
Laborales (CPCPSL en adelante). En esta par-
ticipan representantes de las centrales obreras 
y trabajadores y gremios de empresarios e in-
dustriales. El tercer actor de esta comisión es 
el gobierno nacional, que media y tiene el de-
ber de facilitar la conciliación, o de decretar el 
ajuste salarial en caso de no lograr un acuer-
do. En los últimos 23 años de negociaciones, 
sólo en ocho oportunidades se ha logrado un 
acuerdo entre las partes sobre la fijación del 
salario mínimo. En las otras quince negocia-
ciones el gobierno fijó por decreto el aumento. 

La misma ley define los componentes que de-
ben tenerse en cuenta para proponer los ajus-
tes de cada lado de la mesa: la pérdida de 
poder adquisitivo del salario nominal por cau-
sa de la inflación, la creación de riqueza agre-
gada que se busca distribuir entre todos los 
trabajadores y con los dueños del capital, y el 
aporte que hace el factor laboral a esa riqueza.  
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una economía inflacionaria los salarios reales 
pierden progresivamente su valor, motivo por el 
cual es necesario establecer que el crecimiento 
porcentual de los salarios debe ser, como míni-
mo, igual a la inflación causada. 

Ajuste al salario mínimo en un  
contexto de recesión

La aplicación literal de la jurisprudencia men-
cionada, en medio de una de las recesiones 
más profundas que ha vivido el país, puede ge-
nerar graves afectaciones sobre la capacidad 
de la economía de recuperarse y recuperar el 
empleo. Para ver el alcance de esta aplicación 
literal debemos considerar dos elementos fun-
damentales. En primer lugar, las estimaciones 
de centros de pensamiento, académicos y or-
ganismos multilaterales indican que la caída en 
el PIB en el 2020 puede estar entre 5% y 9% lo 
cual es consistente con una devastadora des-
trucción de empresas y empleos. En segundo 
término, la inflación en 2020 difícilmente supe-
rará 2%. 

Estos datos del desempeño económico previsto 
para 2020 implica que el incremento de 6% que 
tuvo el salario mínimo para este 2020, ajustado 
por inflación, representa 4%, y es un esfuerzo 
que han tenido que hacer los empleadores en 
un contexto en que las restricciones han lleva-
do a que sus empleados generan ingresos sus-
tancialmente menores por hora contratada que 
el año pasado. Es decir, tienen que pagar ma-
yores salarios con mucho menos ingreso para 
la empresa. En particular, el incremento real de 
4%, puede estar 10 o más puntos porcentuales 
por encima del crecimiento de la economía.
 
A esa implicación retrospectiva se suma una 
prospectiva: para los trabajadores cuya pro-
ductividad (su aporte a la generación de ingre-
sos del empleador) ha caído por debajo del ac-
tual salario mínimo, el incremento de ese salario 
para 2021 profundizará aún más la brecha en-
tre la productividad y el salario, aumentando su 
riesgo de pasar al desempleo o la informalidad. 
Y para los que ya están en esas condiciones, 
dificultará aún más su recuperación y su posibi-
lidad de integrar el sector formal. 

Todo esto en un contexto en que ya se empieza 
a ver una profunda afectación social producto 
de la crisis laboral asociada a la pandemia. La 
proporción de hogares en pobreza, que según 
los últimos datos con la nueva metodología del 
DANE llegó a 35.7% de las personas en 2019, 
tenderá a empeorar hacia 2020. Como mos-
tramos en una reciente Nota Macroeconómica 
(disponible aquí), en el segundo trimestre de 
2020 comparado con el mismo de 2019 “la pro-
porción de hogares cuyos ingresos laborales to-
tales son menores a un salario mínimo aumentó 
de 34% a 48%”. El agravamiento de la pobreza 
será mayor y más persistente mientras más se 
demore la recuperación del empleo. 

Es interesante evocar aquí un antecedente del 
ajuste salarial en un contexto de crisis profunda. 
El proceso de concertación sobre el ajuste sala-
rial durante 1999, que rigió para 2000, concluyó 
con un incremento decretado por el gobierno 
de 10%. Durante este proceso, en presencia 
de un decrecimiento real de la economía y de la 
productividad laboral, el gobierno decidió ajus-
tar solamente la inflación que se esperaba para 
el cierre del año 1999. Para el momento de la 
negociación la meta de inflación del Banco del 
República para el año que terminaba estaba ini-
cialmente fijada en 15%, sin embargo la inflación 
causada hacía prever un cierre anual no superior 
a 10%. Además, la meta de inflación para 2000 
fue establecida en 10%. Ante la imposibilidad de 
la concertación, el gobierno decretó un incre-
mento equivalente a la expectativa de inflación 
de 2000, es decir 10%. Sin embargo, la inflación 
del año 2000 terminó cayendo por debajo de 
los dos dígitos (8,7%), y por lo tanto el ajuste 
salarial tuvo como consecuencia un incremento 
real del salario mínimo por encima del incremen-
to de la productividad y el crecimiento real de la 
economía. 

Esa experiencia mostró que el mercado laboral 
no sale de una crisis de manera inmediata: la 
crisis del fin del siglo pasado implicó un incre-
mento considerable en la informalidad laboral, 
aumento en la tasa de desempleo y pérdida de 
fuentes de ingreso para los hogares más vulne-
rables, todos los cuales tuvieron larga duración. 

https://economia.uniandes.edu.co/components/com_booklibrary/ebooks/BM 26.pdf
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La tasa de desempleo tardó más de 10 años en 
retornar a niveles de un dígito. El riesgo social 
que esto implica, sobre todo para los más vul-
nerables, obliga a aplicar con muchísimo más 
cuidado todas las medidas que puedan afectar 
el empleo y la formalidad.

Una nueva aplicación literal de la sentencia 
C-815 llevaría a un incremento del salario mí-
nimo de, al menos, 2% para 2021, mientras el 
PIB habrá caído en más de 5%. La sentencia 
apela a las circunstancias que los trabajadores 
colombianos enfrentaron a lo largo del siglo XX 
y la primera década del XXI: alta inflación, que 
mermaba su poder adquisitivo, y crecimiento 
positivo, que debería entregar a la economía la 
capacidad de pagar un poco más a cada co-
lombiano. No estaba pensada para lo impensa-
ble: una gravísima recesión en el año corriente 
y unas perspectivas grises para el siguiente. De 
hecho, el salvamento de voto del magistrado  
Alvaro Tafur Galviz dejó constancia de ese  
peligro:

“Si el reajuste salarial nunca puede ser infe-
rior al porcentaje del IPC del año que expira, 
no será posible, “con el mismo nivel e inciden-

cia”, estimar todos los demás factores, ni com-
binar aquél con éstos en términos de equilibrio.  
De otro lado, este condicionamiento puede 
en muchos casos contradecir los restantes  
parámetros. Contrariamente a lo que resulta 
deseable – mayor bienestar de los trabajado-
res y un aumento de participación de los sala-
rios en el PIB -, la petrificación constitucional 
de este criterio en varios escenarios económi-
cos  puede incluso revelarse perjudicial para los  
trabajadores.”

Y la misma ley 278 contempla provisiones que 
deberían también permitir un ajuste a la baja en 
contextos de baja inflación y recesión económi-
ca. Ahora que lo impensable llegó, será funda-
mental cuestionar principios que se vienen apli-
cando sin consideración a la innegable realidad 
de imperante informalidad y elevado, ahora ele-
vadísimo, desempleo. De no hacerlo, corremos 
el riesgo de prolongar y agravar la frágil situa-
ción de los desempleados y los trabajadores del 
sector informal, es decir, de la gran mayoría de 
trabajadores en Colombia.
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